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CERTIORARI 

 procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala 

Superior de Arecibo 
 
 

Caso núm. 
C IS2009G0019 

 
 

Sobre:  
Art. 142 CP 

Agresión sexual 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Juez Colom García y el Juez Steidel Figueroa 

 
 

RESOLUCIÓN EN RECONSIDERACIÓN  

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Oscar Miranda Sánchez, por derecho propio y como 

indigente (in forma pauperis) por estar bajo la custodia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, nos solicita que 

reconsideremos la desestimación del recurso de epígrafe por falta 

de perfeccionamiento emitida por este Panel de jueces el 8 de julio 

de 2016. Autorizada la comparecencia según solicitada, sin trámite 

ulterior, reconsideramos la desestimación antes dicha, dejamos sin 

efecto tal dictamen y disponemos de este recurso discrecional en 

sus méritos.  

Resaltamos que mediante este recurso entregado a las 

autoridades correccionales el 4 de septiembre de 2015, Miranda 

Sánchez nos solicita que revisemos en los méritos la denegatoria 

de una moción al amparo de la regla 192.1 de las de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II R 192.1, emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Arecibo el 5 de agosto de 2015 

y notificada el siguiente día 18.  
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-I- 

El 22 de abril de 2009 el Ministerio Público presentó una 

acusación contra Oscar Miranda Sánchez por violación al artículo 

142 del Código Penal de Puerto Rico, 33 LPRA sec. 4770, entonces 

vigente, que tipificaba el delito de agresión sexual. La acusación 

formulada luego de la vista preliminar de causa probable leía como 

sigue:  

El referido acusado, allá en o para el día 18 de octubre de 
2008, en Manatí, Puerto Rico que forma parte de la 

jurisdicción del Tribunal de Primera Instancia, Sala de 
Arecibo, allí y entonces, ilegal, voluntaria y criminalmente 
llevó a cabo una penetración sexual digital contra Noelia 
Torres Rivas, de 74 años de edad, siendo la víctima 
compelida al acto mediante empleo de fuerza física, 
violencia, intimidación y amenaza. Consistente en que le 
introdujo sus dedos en la vagina de manera fuerte y en 
contra de la voluntad de la perjudicada.  

Tras una alegación de culpabilidad, el 28 de mayo de 2009 el 

TPI condenó al acusado a veinte años de reclusión por el delito en 

segundo grado de agresión sexual concurrentes con los casos C 

DC2009G0003; C DC2009G0004, C IS2009G0020;  G 

BD2009G0157; C BD2009G0157; C BD2009G0158; 2008-1198, 

2008-1199. El 29 de julio de 2015 Oscar Miranda Sánchez 

presentó una petición por derecho propio ante el TPI al amparo de 

la regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R 192.1, 

para que la sentencia por la cual cumple pena de reclusión fuera 

enmendada. Alegó que conforme al artículo 66(b) del Código Penal 

de 2004, 33 LPRA sec. 4694, le correspondía una pena de 

reclusión no menor de ocho (8) años un (1) día ni mayor de quince 

(15) años. Invocó, además, el artículo 307 del Código Penal de 

2012, Ley 146-2012, 33 LPRA sec. 5415, que dispone una pena 

máxima de quince (15) años para un delito grave de segundo 

grado. En particular, Miranda Sánchez solicitó:  

En virtud de todo lo antes expuesto y evidencias, el hecho 
de que la sentencia impuesta en el caso de epígrafe se 
excede la pena prescrita por la ley, se solicita, se enmiende 
la pena impuesta de veinte (20) años, a la pena establecida 
para el delito de segundo grado (Ley 149-2004, Art. 66); y/o 
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(Ley 146-2012, Art. 307, inciso c) no menor de ocho (8) 
años y un (1) día ni mayor de quince (15) años, según la 
presencia de atenuantes y/o agravantes a la pena; en el 
caso de epígrafe, y siendo el peticionario un primer ofensor 
(atenuante), haber aceptado su responsabilidad en una de 
las etapas del proceso (atenuante), y siendo la pena 
impuesta de veinte (20) años mayor a la dispuesta por la 
ley. Muy respetuosamente, solicito se acoja la presente, se 
declara Ha Lugar la misma y conforme a derecho se 
enmiende y corrija la sentencia en el caso de auto para que 
se reduzca a la pena establecida para el delito de segundo 
grado y no a la de segundo grado severo, ya que el caso de 
auto no se clasifica ni clasificó como severo; junto con 
cualquier otro pronunciamiento que proceda a ley y 
derecho, conforme a las Reglas de Proc. Crim., vigentes y a 
un debido proceso de ley.  

El 5 de agosto de 2016 TPI denegó la solicitud de enmienda 

mediante la resolución recurrida.  

No satisfecho, el peticionario Miranda Sánchez presentó el 

recurso de certiorari de epígrafe. Formuló la comisión de tres 

errores, los que se transcriben a continuación: 

PRIMER ERROR: COMETIÓ ERROR EL HONORABLE TPI, SALA 

DE ARECIBO, AL DECLARAR NO HA LUGAR LA MOCIÓN 

PRESENTADA POR EL PETICIONARIO SIN CONSIDERAR LOS 

DERECHOS APLICABLES.  

SEGUNDO ERROR: COMETIÓ ERROR EL HONORABLE TPI, 
SALA DE ARECIBO, AL PASAR POR ALTO LOS DERECHOS A LA 

APLICACIÓN DE LA LEY MÁS BENIGNA EN VIRTUD DEL PRINCIPIO 

DE FAVORABILIDAD.  

TERCER ERROR: COMETIÓ ERROR EL HONORABLE TPI, SALA 

DE ARECIBO, AL NO CELEBRAR UNA VISTA CON EL FIN DE 

EVALUAR Y RESOLVER LOS DERECHOS QUE LE ASISTEN Y APLICAN 

AL CASO DE AUTO EN RELACIÓN A LA APLICACIÓN DE LA LEY MÁS 

BENIGNA Y PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD A LA CUAL TIENE 

DERECHO EL PETICIONARIO.  

Resolvemos este recurso, sin trámite ulterior, conforme lo 

permite la la regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(B)(5). 

-II- 

De ordinario, una sentencia válida no se puede modificar, 

salvo que fuese ilegal o nula por haberse impuesto en contra de la 

ley penal. Pueblo v. Pérez Rivera, 129 DPR 306, 322 (1991); Pueblo 

v. Tribunal Superior, 91 DPR 539, 541 (1964). Ahora bien, la regla 

192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R 192.1, autoriza 

a un sentenciado a reclusión a solicitar mediante moción —
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presentada en la sede del Tribunal sentenciador— que la sentencia 

condenatoria emitida en su contra sea anulada, dejada sin efecto o 

corregida. De proceder en derecho la solicitud al amparo de esta 

regla procesal, el Tribunal podrá discrecionalmente dejar sin efecto 

la sentencia, ordenar la excarcelación del convicto, emitir una 

nueva sentencia o conceder un nuevo juicio. Pueblo v. Ruiz Torres, 

127 DPR 612, 613-614 (1990). 

Los fundamentos que pueden ser planteados en la moción al 

amparo la regla 192.1 son los siguientes: (1) que la sentencia 

condenatoria haya sido impuesta en violación de la Constitución o 

las Leyes de Puerto Rico, la Constitución o de los Estados Unidos; 

(2) el tribunal no tenía jurisdicción para imponerla; (3) la sentencia 

excede de la pena prescrita por la ley; o, (4) la sentencia está sujeta 

a ataque colateral por cualquier motivo. Véase, Pueblo v. Ortiz 

Couvertier, 132 DPR 883, 893 (1993).  

Para solicitar la revisión de una sentencia bajo el mecanismo 

de la regla 192.1, solo pueden hacerse planteamientos de derecho, 

por lo que no se pueden formular señalamientos sobre errores de 

hecho. Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, 569 (2000); Pueblo 

v. Ortiz Couvertier, 132 DPR en la pág. 896. Una petición al amparo 

de la regla 192.1 puede ser presentada en cualquier momento, 

incluso cuando la sentencia haya advenido final y firme. Pueblo v. 

Pérez Adorno, 178 DPR en la pág. 965; Pueblo v. Román Mártir, 169 

DPR 809, 824 (2007). 

-III- 

En el recurso de epígrafe Oscar Miranda Sánchez alega que 

el TPI debió conceder una vista para dilucidar los méritos de la 

moción presentada al amparo de la regla 192.1. Aduce también 

que incidió el TPI al no enmendar la sentencia que pesa en su 

contra al amparo del principio de favorabilidad por la mención de 



 
 

 
KLCE201501423 

    

 

5 

la palabra “naturales” en cuanto a los años de reclusión que debe 

cumplir.  

El artículo 66(b) del Código Penal de 2004, vigente al 

momento del hecho delictivo por el cual se declaró culpable el aquí 

peticionario, establecía que “un delito grave de segundo grado 

conlleva una pena de reclusión por un término fijo en años 

naturales que no puede ser menor de ocho (8) años un (1) día ni 

mayor de quince (15) años”, 33 LPRA sec. 4694. En caso de existir 

circunstancias agravantes, el artículo 74(b) del Código Penal de 

2004, disponía: “[c]uando concurran una o varias circunstancias 

agravantes se seleccionará la pena de la mitad superior del 

intervalo de pena establecido por este Código para el delito”, 33 

LPRA sec. 4702. Ahora bien, la Ley núm. 96-2007 añadió el inciso 

(c) al artículo 66 del Código Penal de 2004 para definir el delito 

grave de segundo grado severo como aquel que “conlleva una 

pena de reclusión por un término fijo en años naturales que no 

puede ser menor de quince (15) años un día ni mayor de 

veinticinco (25) años”, 33 LPRA sec. 4694 (énfasis nuestro).  

Conforme a tales parámetros debía dictarse la sentencia 

condenatoria de 28 de mayo de 2009 que pesa contra Miranda 

Sánchez. Sin embargo, la sentencia contra el peticionario parecía 

exceder la pena prescrita por la ley, porque impuso una pena de 

veinte años para una infracción que según la acusación y los 

documentos judiciales correspondientes como la sentencia 

condenatoria era un delito de segundo grado. Por tal razón, el 

planteamiento del peticionario merecía un análisis más detallado y 

la posible corrección de la sentencia condenatoria.  

Según surge del sistema de consulta de casos del cual se 

accede a través de la página cibernética de la Rama Judicial, de 

cuyo contenido tomamos conocimiento judicial, el 29 de abril de 

2016 el TPI celebró una vista a causa de la cual enmendó nunc 
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proc tunc la sentencia en cuestión para conformar la pena 

impuesta por el delito de agresión sexual con la pena dispuesta en 

el Código Penal para un delito grave de segundo grado severo. 

Asimismo, la sentencia enmendada nunc proc tunc no contiene 

referencia alguna a que las penas deben cumplirse en años 

naturales. Por tanto, nada debemos disponer con relación a la 

solicitud formulada de que “se elimine la palabra natural en 

cuanto a los años a cumplir”, según solicita el peticionario. De esta 

forma, los planteamientos del peticionario fueron atendidos y 

resueltos conforme a derecho por el foro primario.  

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, DENEGAMOS el auto de 

certiorari solicitado. 

Instruimos al Secretario del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación a entregar copia de esta resolución al peticionario, 

en cualquier institución donde este se encuentre.  

Así lo acordó el Tribunal y lo certifica. 

 

 
                  Dimarie Alicea Lozada 

               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


